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I. OBJETO 

Proferir sentencia de fondo, conforme lo regulado por el artículo 79 de la 

Ley 1448 de 2011, encaminada a que se proteja el derecho fundamental a 

la restitución de tierras, invocado por la señora MARIA AMPARO ORDOÑEZ 

y su núcleo familiar, a través de la Unidad Administrativa Especial de 

Gestión de Restitución de Tierras Despojadas — UAEGRTD Territorial 

Nariño, donde interviene como opositor SEGUNDO JUSTINO HERRERA 

BENAVIDES. 
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II. ANTECEDENTES 

1.- Sostiene la solicitante, que desde 1986 aproximadamente, ejerce 

posesión sobre el predio "LA GUADUA", ubicado en la Vereda La Victoria, 

Corregimiento La Cueva del Municipio de El Tablón de Gómez, jurisdicción 

del Departamento de Nariño, por donación que le hiciera su padre 

BENJAMIN HERRERA BENAVIDES, cuando era menor de edad. Sin 

embargo, no existe a la fecha, certeza de la filiación reseñada. 

2.- En 1988, la petente contrae nupcias con el señor LUIS OLMEDO 

NASPIRAN, matrimonio que perdura hasta el año 2001, cuando 

mutuamente deciden separarse de hecho. 

3.- Conforme la investigación adelantada por la Unidad representante, el 

predio objeto de restitución hace parte de uno de mayor extensión 

denominado "YUNGA", identificado con cédula catastral No. 

52258000100220040000, adquirido por el señor SEGUNDO HERRERA 

BENAVIDES, mediante escritura pública No. 110 de 6 de septiembre de 

1965, registrado bajo matrícula inmobiliaria No. 246-8951 de la Oficina de 

Registro de Instrumentos Públicos de La Cruz — Nariño, cuyas 

coordenadas y colindancias se describen con detalle dentro del libelo 

introductorio. 

4.- De acuerdo con el informe de contexto adosado, han sido varios los 

actores armados que incidieron en la zona desde 1980. Así, las FARC, el 

ELN, y los grupos paramilitares, hicieron presencia dentro del territorio del 

Municipio de El Tablón de Gómez, generando el "desmembramiento del 

tejido social", y "la vulneración sistemática de Derechos Fundamentales y 

el desarraigo de estas comunidades".1  

1  Folio 7, cuaderno 1 principal 
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5.- Según la restituyente, fueron las continuas amenazas y extorsiones de 

la guerrilla de las FARC, las que incidieron en su desplazamiento "el 26 de 

septiembre de 2002". Tales presiones fundaron un justo temor, 

desencadenante a la postre del traslado a la ciudad de Pasto, lugar donde 

permaneció por espacio aproximado de 6 años; transcurrido el cual, 

retornó al lugar del que había sido desplazada. 

6.- La actora junto a su grupo familiar se encuentran incluidos como 

desplazados en el RUV; e inscritos igualmente en el Registro de Tierras 

Despojadas y Abandonadas2, acto que se entiende debidamente agotado, 

en orden a impulsar la fase judicial del procedimiento; trámite para el cual 

ha sido designada la UAEGRTD Territorial Nariño, como procuradora de los 

derechos de la reclamante. 

Fundada en el antecedente fáctico descrito, la gestora acude ante la 

jurisdicción especializada, para que por la senda del proceso de restitución 

y formalización de tierras, concebido dentro del marco de la justicia 

transicional, se dispongan las medidas de reparación previstas en la 

llamada Ley de Víctimas, concretadas básicamente en: i) La protección del 

derecho a la restitución y formalización de tierras; ii) El reconocimiento de 

la calidad de víctima de la actora y su núcleo familiar; iii) La restitución y 

formalización del inmueble del que fueran objeto de desplazamiento; y iv) 

La concesión de las medidas de reparación, en sus distintos componentes 

de restitución, indemnización, satisfacción, rehabilitación y garantías de no 

repetición, con base en el carácter restaurativo de la acción invocada. 

1. Trámite impartido por el Juzgado Primero Civil del Circuito 

Especializado en Restitución de Tierras de Pasto. 

Tras encontrar agotado el requisito de procedibilidad, concebido por la Ley 

1448 de 2011, como necesario para adelantar la fase judicial del proceso 

2  Resolución No. 097 de 2013. 
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restitutivo, el Juzgado cognoscente, mediante auto de fecha veintisiete 

(27) de enero de dos mil catorce (2014)3, decidió admitir la demanda 

invocada, surtiendo las notificaciones y requerimientos correspondientes, 

para que los estamentos exhortados ofrezcan las respuestas a que hubiere 

lugar; y disponiendo la vinculación del señor SEGUNDO JUSTINO 

HERRERA BENAVIDES, en calidad de titular de derechos reales inscritos; al 

señor LUIS OLMEDO NASPIRAN como cónyuge de la demandante4; así 

como la notificación de las personas indeterminadas que pudieran 

interesarse en el litigio o verse afectadas por el mismo. Luego de escuchar 

en declaración a quien fuere reconocido como propietario del inmueble 

pretendido en restitución5, se dispuso por auto de diecinueve (19) de 

febrero de dos mil catorce (2014), la admisión de la oposición que frente a 

las pretensiones tuvo a bien presentar, abriendo posteriormente el 

proceso a pruebas6, que después de ser evacuadas, dieron lugar a que el 

Juzgado remitiera el asunto a la instancia respectiva. 

2. Trámite ante el Tribunal: 

Avocado el conocimiento del proceso y sin que hubiere sido necesaria la 

práctica de nuevas pruebas, corresponde a la Sala de conformidad con lo 

regulado por el artículo 79 de la Ley 1448 de 2011, decidir de fondo la 

actuación, previas las siguientes: 

II. CONSIDERACIONES 

1. Problema Jurídico: 

Con base en los argumentos esgrimidos por el opositor SEGUNDO 

JUSTINO HERRERA BENAVIDES, procederá la Sala a determinar, si la 

3  Folios 91 a 95, cuaderno 1B principal. 
4  Notificación por aviso del señor Luis Olmedo Naspiran. 
5  Folios 119 a 120, cuaderno 1B principal. 
6  Folio 1 a 4, cuaderno 2 pruebas. 
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contradicción planteada tiene asidero, despejando en esa dirección, los 

interrogantes que a continuación se enuncian: i) Sí efectivamente 

concurren los elementos que otorgarían a la solicitante la titularidad del 

derecho a la restitución consagrado en la Ley 1448 de 2011; ii) Sí existió 

realmente despojo o abandono forzado del bien, concretados como la 

resultante del contexto de violencia generalizado; y finalmente, iii) Si la 

oposición formulada, se encuentra debidamente soportada. 

Con el anterior marco de referencia, preciso es determinar cuál fue el 

contexto de violencia padecido, a fin de avanzar al estudio del caso puesto 

a consideración de la Sala, en orden a establecer, si como se afirma en el 

escrito genitor, la actora debe ser beneficiaria de la restitución aparejada 

de las consecuentes órdenes que conlleva un pronunciamiento de tal 

linaje. 

De manera previa a dar respuesta a los problemas jurídicos propuestos, es 

de decir, que remitiéndonos a lo que la Colegiatura ha dicho con respecto 

a los antecedentes de la Ley de Restitución de Tierras', así como a la 

Filosofía y particularidades propias que gobiernan la acción de restitución 

prevista en la Ley 1448 de 2011, a partir de los objetivos trazados en su 

artículo 18, amén que integrada y complementada con las normas que 

sobre tratados de derechos humanos y de derecho internacional 

humanitario ha ratificado Colombia9  y que por disposición del artículo 93 

de la Carta Política forman parte del bloque de constitucionalidadl°, lo 

' Ley 387 de 1997, Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional, así como muchos autos de 
seguimiento a las órdenes emitidas en la sentencia T-025 de 2004, ha proferido entre otros autos, los 
siguientes: 185 de 2004; 176, 177 y 178 de 2005; 218 y 333 de 2006; 109 y 233 de 2007; 116, 052, 
068, 092, 251 de 2008; 004, 005, 007, 008,009 y 011 de 2009. Documento CONPES 2804 de 
septiembre de 1995, T-585 de 2006, T-821 de 2007, T-088 de 2010, 159 de 2011, entre otras. 
8  El objetivo de la Ley 1448 de 2011, se centra en: "establecer un conjunto de medidas judiciales, 
administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las víctimas de las 
violaciones contempladas en el artículo 3 de la presente ley, dentro de un marco de justicia 
transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y la 
reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca, su condición de víctimas y se 
dignifique a través de la materialización de sus derechos constitucionales". 
9  Así lo estableció la Corte Constitucional en sentencia C-820 de 18 de octubre de 2012, expediente 
D9012, Magistrado Ponente Mauricio González Cuervo. 
1°  Entre los instrumentos internacionales a los que se debe apelar para la protección de los derechos de 
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relevante, es que aquella, es uno de los principales mecanismos de 

reparación integral a las víctimas del conflicto armado que ha azotado a 

Colombia. 

En ese sentido, el objetivo primordial de la Ley de Víctimas, se entiende 

contraído a: "establecer un conjunto de medidas judiciales, 

administrativas, sociales y económicas, individuales y colectivas, en 

beneficio de las víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 3 

de la presente ley11, dentro de un marco de justicia transicional, que 

posibiliten hacer efectivo el goce de sus derechos a la verdad, la justicia y 

la reparación con garantía de no repetición, de modo que se reconozca, su 

condición de víctimas y se dignifique a través de la materialización de sus 

derechos constitucionales".12  

Por modo que, quienes pretendan el restablecimiento de sus derechos, 

deben acreditar la calidad de víctima dentro del período de temporalidad a 

que se refiere la Ley13, al igual que el despojo o abandono, la relación 

jurídica con el bien, y como presupuesto indispensable, agotar el requisito 

de procedibilidad ante la Unidad Administrativa Especial para la Gestión en 

Restitución de Tierras Despojadas." 

las víctimas del desplazamiento forzado, están: Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
artículo 17; Convención Americana sobre Derechos Humanos, artículo 21; Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, artículo 12; Convenio de Ginebra artículo 3; Protocolo II Adicional a los 
Convenios de Ginebra, artículos 14 y 17; Principios Pinheiro, o conocidos como los Principios sobre la 
restitución de las viviendas y el patrimonio de los refugiados y las personas desplazadas, 
1,2,4,5,10,12,13,15,17 y 20, acogidos por la resolución 2005/21 de la Subcomisión y Protección de los 
Derechos Humanos. 
11  Artículo 3°. Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que 
individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 
1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves 
y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 
armado interno. 
12  Artículo 1°, Ley 1448 de 2011. 
13  Artículo 75, Ley 1448 de 2011. "(...) entre el 10  de enero de 1991 y el termino de vigencia de la Ley 

14 Artículo 76, Ley 1448 de 2011. 
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2. Sobre la calidad de víctima: 

En cuanto a la calidad de víctima debe decirse, que la misma encuentra 

sustento en la aseveración de la petente, pues suficientemente clara es la 

aserción vertida ante la UAEGRTD Territorial Nariño15, en la que da a 

conocer, que fueron las amenazas y extorciones provenientes de la 

guerrilla de las FARC16, los eventos que en definitiva provocaron su 

desplazamiento desde la Vereda La Victoria, hacia la Ciudad de Pasto; así 

como, el temor cernido ante la probable incorporación de sus hijos en las 

filas de la guerrilla. 

Dicha manifestación resulta de suyo suficiente para acreditar la calidad de 

víctima, porque como bien ha dado en exponer la Corte Constitucional en 

las Sentencias C-252 A de 2012 y C-715 DE 2012, aquella es un hecho 

objetivo que no necesita declaración o reconocimiento administrativo; sin 

embargo, el hecho de haber sido reconocida como víctima'', aunado a lo 

incontrovertible que resulta el informe que sobre el contexto de violencia 

acompaña la demanda18  y el pleno conocimiento que existe sobre la 

presencia constante de grupos armados al margen de la ley en la zona'9, 

son determinantes a la hora de indicar, que el hecho generatriz del 

desplazamiento, no solo de la señora MARIA AMPARO ORDOÑEZ, sino de 

otros habitantes del lugar donde residían y laboraban, fue efectivamente 

el pertinaz asedio de los grupos guerrilleros que dominaban ese territorio. 

Episodio que se enmarca dentro del espacio temporal consagrado por la 

Ley de víctimas, toda vez, que los hechos vitimizantes ocurren en el mes 

de agosto del año 2002, época durante la cual se produjo el 

desplazamiento y abandono forzado del predio "LA GUADUA". Aspecto que 

en definitiva, impide poner en tela de juicio la calidad que la habilita para 

15  Ampliación declaración señora María Amparo Ordoñez, ante la UAEGRTD Territorial Nariño visible a 
folios 64 a 60, cuaderno 1 principal. 
16  Folios 7 a 8 y 58, cuaderno 1 principal; y folio 61, cuaderno 2 pruebas. 
17  Folio 25, cuaderno 1 principal. 
18  Folios 37 a 41, cuaderno 1 principal. 
19  Testimonios Luis Ramiro Ordoñez Guerrero, folio 47, cuaderno 1 principal; y María Eroina Benavides, 
folio 26, cuaderno 2 pruebas. 
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el despliegue de la acción que convoca la atención de la instancia; más, si 

se tiene en cuenta, que en contra de las aseveraciones presentadas, la 

oposición no contrapone resistencia certera que abata las evidencias que 

sobre el punto refulgen dentro del plenario. 

En cuanto a la autenticidad de las declaraciones de las víctimas, la Ley 

1448 de 2011, en su artículo 5 establece el principio de la buena fe como 

un principio transversal a la política, asistencia y su reparación integral20, 

al consignar que: 

"El Estado presumirá la buena fe de las víctimas de que trata la presente 

ley. La víctima podrá acreditar el daño sufrido, por cualquier medio 

legalmente aceptado. En consecuencia, bastará a la víctima probar de 

manera sumaria el daño sufrido ante la autoridad administrativa, para que 

ésta proceda a relevarla de la carga de la prueba. 

En los procesos en los que se resuelvan medidas de reparación 

administrativa, las autoridades deberán acudir a las reglas de prueba que 

faciliten a las víctimas la demostración del daño sufrido y aplicarán 

siempre el principio de buena fe a favor de éstas. En los procesos 

judiciales de restitución de tierras, la carga de la prueba se regulará por lo 

dispuesto en el artículo 78 de la presente ley'. 

De este modo, por sentado se tiene, que quien adelanta el proceso de 

restitución exhibe la calidad de titular del derecho que reclama, con 

asiento en la presunción de veracidad que su declaración devela y las 

pruebas que al proceso se anejan, pues al ser la condición de víctima una 

situación de hecho, objetiva, su acreditación solo se encuentra supeditada 

a la existencia del daño y al lapso en que fue provocado, elementos que 

20  Bolívar Aura Patricia, Sánchez Camilo y Uprimny Yepes Rodrigo, Módulo de Formación Autodirigida 
Restitución de Tierras en el marco de la Justicia Transicional Civil, Consejo Superior de la Judicatura, 
Sala Administrativa Escuela Judicial. Pp.115 
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conforme a los presupuestos que el artículo 3° de la Ley 1448 de 

201221consagra, se encuentran plenamente establecidos. 

3. De la relación jurídica con el bien: 

Despejado lo atinente a la legitimidad para actuar que exige el proceso de 

restitución, menester se hace ahora examinar, lo atinente a la relación 

jurídica que une a la víctima con el bien que se pretende restituir. Sobre 

ello se dirá, que la acción restitutoria presupone igualmente, que su 

ejercicio está habilitado para aquellas personas que ostenten la calidad de 

propietarios(as) o poseedores(as), o explotadores(as) de baldíos cuya 

propiedad se pretenda adquirir por adjudicación, que hubieren sido 

despojados(as) de sus tierras, y que se hayan visto obligados(as) a 

abandonarlas a consecuencia de las infracciones a que alude el artículo 3 

de la Ley 1448 de 2011, antes citado. 

Indagando sobre los antecedentes registrales del predio "LA GUADUA" 

pudo constatarse, que el inmueble hace parte de uno de mayor extensión 

denominado "YUNGA" cuyo dominio se encuentra en cabeza del señor 

SEGUNDO HERRERA BENAVIDES, persona que adquirió los derechos de su 

abuelo JOSE BENAVIDES, mediante escritura pública No. 110 de 6 de 

septiembre de 1965, registrada bajo folio de matrícula No. 246-8951 de la 

Oficina de Instrumentos Públicos de La Cruz — Nariño. 

Se extracta de la demanda empero, que la solicitante arguye haber 

poseído el bien desde 1986, cuando iniciaba su mayoría de edad, tras 

considerar que se trataba de un "regalo" hecho por el señor BENJAMIN 

HERRERA BENAVIDES, a quien considera su padre, (filiación que aún no 

21  Artículo 3°. Víctimas. Se consideran víctimas, para los efectos de esta ley, aquellas personas que 

individual o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1° de enero de 

1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o de violaciones graves 

y manifiestas a las normas internacionales de Derechos Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto 

armado interno. 
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ha sido plenamente establecida), luego de haber sido adquirido por 

enajenación que le hiciera su hermano SEGUNDO HERRERA BENAVIDES, 

aunque no existe certeza de dicha transacción, consanguíneo que a la 

fecha se reputa dueño, tras asegurar no haber recibido pago alguno sobre 

la venta "de palabra" efectuada22, después que BENJAMIN se radicara en 

el vecino país de Venezuela; aspecto que halla soporte en el certificado de 

tradición arrimado, por cuanto aparece registrado como titular del derecho 

real de domino. 

No obstante, expone el propietario SEGUNDO HERRERA BENAVIDES, que 

conoce a MARIA AMPARO ORDOÑEZ "porque ella dice que es hija de mi 

hermano Benjamín Herrera, pero no tiene apellido de él, pero ella es 

nuestra sobrina", de quien consiente el dominio material que ejerce sobre 

el bien, manifestando en una de sus declaraciones que: "ella viene 

cultivando el predio desde hace unos 6 años más o menos" 23; y "desde 

hace 4 años el señor SEGUNDO JUSTINO HERRERA obrando de buena fe 

le da para que trabaje el terreno cultivando productos propios de la región 

(...)/24; desprendiéndose de lo anterior, que jamás el opositor ha ejercido 

disputa o controvertido de alguna forma la calidad de poseedora que 

ostenta la solicitante; aún más, ninguno de los colindantes afirma haberse 

opuesto a los actos ejercidos por ésta o tener conocimiento que alguien le 

hubiese planteado discusión o litigio por esos hechos. 

De esta manera, la relación jurídica subyacente de la actora con el fundo, 

es la de poseedora, no sólo porque así lo asegura la deponente, sino 

porque las probanzas arrimadas al plenario, así lo constatan. En efecto, 

son contundentes las declaraciones que sobre el punto se adosan al 

expediente, que afirman, que la propietaria del predio es la señora MARIA 

AMPARO ORDOÑEZ25, aserción que dicho sea de paso, proviene también 

22  Folio 119 reverso, cuaderno 1B principal. 
23  Folios 107 y 108, cuaderno 1B principal. 
24  Folio 140, cuaderno 1B principal. Escrito de contestación de la demanda. 
25  Testimonios Wilson Benavides Villareal, folio 44, cuaderno 1 principal; Luis Ramiro Ordoñez, folio 47, 
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del ahora opositor y propietario de la heredad, al manifestar, que quien la 

cultiva es la solicitante, "desde hace unos 6 años más o menos'26; por su 

parte, el hermano del opositor y colindante del inmueble pedido en 

restitución, señor LUIS AUDELO HERRERA27, ante los cuestionamientos 

relativos al conocimiento sobre la persona que ejercitaba la posesión de 

inmueble al momento del desplazamiento, respondió: "que para la época 

de la guerrilla en abril de 2003 ella mandaba en el terreno", indicando más 

adelante, que "el predio lo seguían cultivando a pesar del desplazamiento 

por los enfrentamientos de la guerrilla y la policía", y que en la vecindad 

reconocen a la señora ORDOÑEZ como dueña del bien, "porque ella 

manda ese lote no es más". 

Frente a dicho panorama, no avizora la Sala que haya necesidad de apelar 

a intrincados raciocinios para derivar que la relación jurídica se encuentra 

perfectamente determinada; relación que dio lugar, entre otras cosas, a la 

pertinente inscripción en el registro de tierras despojadas y abandonadas, 

previo acabamiento del trámite administrativo previsto al efecto, como 

requisito de procedibilidad para acudir a la etapa judicial del proceso de 

restitución de tierras.28  

4. Del Despojo y Abandono Forzado: 

En términos del artículo 74 de la Ley 1448 de 2011, se entiende por 

despojo, aquella "acción por medio de la cual, aprovechándose de la 

situación de violencia, se priva arbitrariamente a una persona de su 

propiedad, posesión u ocupación, ya sea de hecho, mediante negocio 

jurídico, acto administrativo, sentencia, o mediante la comisión de delitos 

asociados a la situación de violencia". 

cuaderno 1 principal; Segundo Delfín Martínez, folio 26, cuaderno 2 pruebas. 
26  Folio 168, cuaderno 1B principal. 
27  Folio 23, cuaderno 2 pruebas. 
28  Folios 88 a 89, cuaderno 1 principal. 
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Precisa la norma igualmente, que abandono forzado es 'Ya situación 

temporal o permanente a la que se ve avocada una persona forzada a 

desplazarse, razón por la cual se ve impedida para ejercer la 

administración, explotación y contacto directo con los predios que debió 

desatender en su desplazamiento durante el periodo establecido en el 

artículo 75."" 

Deviene razonable concluir de lo anotado, que improbable se presenta 

dentro del sub lite, el acaecimiento de un despojo en los términos en que 

ha sido definido, pues como quedó visto, éste solo se produce, cuando 

valiéndose del infortunio que significa el padecimiento de un hecho 

victimizante, se priva a la víctima de su derecho de propiedad, posesión u 

ocupación de que es titular; situación que in casu no se corrobora, pues 

nadie pretendió beneficiarse arbitrariamente del bien, una vez se 

produjeron los hechos de violencia, argumentando un mejor derecho o 

blandiendo uno de similar contenido al que detentaba quien después del 

desarraigo retornara al terruño; por el contrario, durante el tiempo que 

duró el desplazamiento, seguía la reclamante conservando el control del 

inmueble, pagando trabajadores, trasladándose al lugar periódicamente, 

comprando insumos y percibiendo los frutos que el predio generaba3°. 

La situación así revelada conduce ineluctablemente a verificar entonces, si 

se configura el abandono forzado que la actora esgrime para legitimar su 

derecho a la restitución implorada. Escenario que tampoco tendría 

dificultades en acreditarse, habida cuenta los argumentos que sobre la 

victimización atrás quedaron establecidos. 

Sin embargo encuentra ésta Instancia Judicial, que si bien es cierto 

pudieron ser constatados los hechos victimizantes, determinantes a la 

postre del desplazamiento padecido; también lo es, que por ese hecho, en 

29  Artículo 74. Ley 1448 de 2011. 
30  Folios 20 y 21, cuaderno 2 pruebas. 
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absoluto estuvo impedida la actora para ejercer la administración, 

explotación y contacto directo con el inmueble pretendido, tal como lo 

exige la norma que acaba de transcribirse; pues del material probatorio se 

extracta, que aun durante la época en que mantuvo la condición de 

desplazada, aquella dispuso como dueña y señora, facultad que aún 

conserva, dado que después del retorno, continuó ejercitando las labores 

que el campo requieren. 

Es así como sostiene, que "ejerce posesión sobre el inmueble denominado 

LA GUADUA (...), desde que tenía 18 años, aproximadamente desde 1986 

(...)", posesión que nunca ha dejado de ejercer, "yo voy al predio todo 

(sic) los días cuando hay cosecha y ahí sacamos cuentas con mi hermano 

para repartirnos las ganancias y como hay trabajadores hay que estar ahí 

pendiente, de lo normal voy cada mes, a veces cada 15 días'31, aun 

durante la época en que ocurrió el desplazamiento, "(...) Y en todo ese 

tiempo que estuve en Pasto, el predio la Guadua me toco darlo a medias a 

mi hermano llamado Gabriel Ordoñez, pero lo que se producía era medias, 

y en los 6 años más o menos de estar en Pasto, venia cada año a ver el 

predio la GUADUA. Y cuando ya regrese definitivamente, ya seguí 

cultivando los predios (sic) la Guadua a medias con mí hermano", así 

mismo en la diligencia de inspección manifiesta: "(...) yo viví un tiempo en 

Pasto pero cuando me desplace el 26 de setiembre de 2002 y viví allá casi 

unos siete años, luego regrese a la vereda La Victoria, pero los 

trabajadores siguieron trabajando en el lote LA GUADUA, yo venía a ver 

mi predio cada mes, cada quince, bien seguido no, yo los apoyaba desde 

allá con el abono que tocaba mandarles a los amedieros".32Declaración 

que concuerda con la aserción del señor LUIS AUDELO HERRERA, al 

manifestar que "(...) el predio lo seguían cultivando a pesar del 

desplazamiento por los enfrentamientos entre la guerrilla y la policía".33  

31  Folio 57, cuaderno 1 principal. 
32  Folios 20 y 21, cuaderno 2 pruebas. 
33  Folio 23, cuaderno 2 pruebas. 
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En ese orden de ideas, delanteramente cumple decir, que no cabe duda 

que estamos ante un caso que aflora distante de la senda que la Ley 1448 

de 2011 ha trazado, pues como se aprecia, difiere de la finalidad 

primordial que la ley instituye, que no es otra, que la restitución jurídica y 

material de las tierras despojadas y abandonadas, como componente 

esencial de la reparación integral a que tienen derecho las víctimas; 

propósito que se distorsiona dentro del asunto de marras, por cuanto 

establecida se halla, la permanencia en el tiempo de la disposición del 

predio y el control que sobre el mismo se ha venido ejerciendo, a pesar 

del desplazamiento sobrellevado. 

EL CASO CONCRETO: 

Acreditada por un lado, la condición de víctima de la solicitante, en virtud 

del desplazamiento sufrido; y desvirtuada por el otro, la situación de 

despojo y abandono forzado del bien, menester se hace ahora, discurrir 

sobre de la naturaleza de las pretensiones que mediante la acción 

restitutoria se demandan, habida cuenta, que como en párrafos anteriores 

quedó despuntado, inviable se presenta la activación del proceso de 

restitución, para la concreción de las súplicas invocadas. 

En efecto, una lectura atenta del libelo introductorio pronto devela, que la 

solicitante pretende principalmente: i) la protección del derecho 

fundamental a la restitución y formalización de tierras, y ii) la declaración 

de ser poseedora y haber adquirido el bien por prescripción extraordinaria 

de dominio. 

Con ocasión del análisis del despojo y abandono forzado, establecida 

quedó la imposibilidad de ordenar la restitución en los términos en que 

fuera propuesta, pues como se advirtió, fulgura de suyo la improcedencia 

de tal pedimento, toda vez que no subsiste ni subsistió la desatención 

temporal o permanente del bien demandado por ésta vía procedimental, 
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conforme lo reclama el artículo 74 de la Ley 1448 de 2011, debido a que 

la señora MARIA AMPARO ORDOÑEZ, tras haber sido compelida a 

abandonar su tierra, jamás se vio impedida para ejercer la administración, 

explotación y contacto directo con el predio. 

Auscultadas las pruebas recopiladas, este Cuerpo Colegiado considera, a la 

luz de la normativa en reseña, que la acción impetrada por la UAEGRTD 

en favor del solicitante está dada a caer en el vacío, pues suficientemente 

establecida se halla, la relación jurídica que enlaza a la reclamante con el 

predio "LA GUADUA", simple y llanamente porque MARIA AMPARO 

ORDOÑEZ jamás, ni en el lapso que permaneció alejada del inmueble, 

producto de las amenazas y extorsiones de las que había sido objeto, ha 

dejado de ejercer los actos que la acreditan como poseedora del mismo, 

aspectos que por donde se miren, derivan en la inviabilidad de prodigar 

mediante esta senda procesal, la consecución de las prerrogativas que 

desde el inicio fueron solicitadas. 

Tal conclusión que perfectamente se extrae del caudal probatorio, no se 

halla alejada de lo que sobre el particular estatuye la Ley de Víctimas, y 

veamos porque: 

El artículo 75, atañedero a los titulares del derecho a la restitución, 

preceptúa "Las personas que fueran propietarias o poseedoras de predios, o 

explotadoras de baldíos cuya propiedad se pretenda adquirir por 

adjudicación, que hayan sido despojadas de éstas o que se hayan visto 

obligadas a abandonarlas como consecuencia directa e indirecta de los 

hechos que con figuren las violaciones de que trata el artículo 30 de la 

presente ley , entre el 1° de enero de 1991 y el término de vigencia de la 

ley, pueden solicitar la restitución jurídica y material de las tierras 

despojadas y abandonadas forzosamente, en los términos establecidos en 

este Capítulo". 
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Deviene incuestionable de la disposición transcrita, que para el despacho 

positivo de una pretensión de esta naturaleza, deben concurrir varios 

elementos o presupuestos; percutores por demás, del medio idóneo 

establecido para restablecer los derechos de la población víctima del 

despojo o abandono forzado de tierras, esto es, (i) La relación jurídica del 

solicitante con el predio que reclama; (ii) El hecho victimizante; (iii) El 

despojo o abandono forzado; y (iv) el aspecto temporal previsto en la Ley. 

Señala por su parte el artículo 74 de la Ley 1448 de 2011, que: "se 

entiende por abandono forzado de tierras la situación temporal o 

permanente a la que se ve abocada una persona forzada a desplazarse, 

razón por la cual se ve impedida para ejercer la administración, 

explotación y contacto directo con los predios que debió desatender en su 

desplazamiento durante el periodo establecido en el artículo 

A partir de la anterior definición es innegable, que difícilmente confluyen 

dentro del sub lite, los presupuestos que soportan la acción restitutoria 

propuesta, pues a pesar de haberse producido el hecho victimizante, 

descartada se encuentra de plano la existencia del despojo o abandono 

forzado, toda vez, que aun durante el desplazamiento, la víctima continuó 

ejerciendo sobre el predio denominado "LA GUADUA", los actos posesorios 

que la reputaban como dueña del mismo, ora por vía directa o mediando 

la actividad de terceros34. 

Queda claro entonces, con asiento en las aserciones de la víctima y las 

demás declaraciones vertidas, tanto por los colindantes como por los 

testigos concurrentes, que quien detenta actualmente la posesión del 

inmueble es la señora MARIA AMPARO ORDOÑEZ, ejercida al parecer 

antes, durante y después de los actos de violencia que la alejaron del 

bien, teniéndose por descontado, que producido el retorno, se repute en 

ella la calidad de poseedora que reclama. 

34  Folio 21, cuaderno 2 pruebas. 

A._7.R.O. Exp. No. 52001-31-21-001-2013-00240-01 16 



República de Colombia 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cali 
Sala Civil Especializada en Restitución y Formalización de Tierras 

Ahora, como bien denota el ministerio público en su concepto emitido35, 

tampoco son de recibo los argumentos que en favor de la formalización 

del predio pretende la promotora, por cuanto como se sabe, ésta figura 

solo comporta un evento consecuencial a la producción de la restitución 

del inmueble despojado, supeditada finalmente a que pueda realizarse de 

forma posterior a la restitución, evento que como acaba de verse ha sido 

descartado, lo que conlleva a que la pretensión de formalización tampoco 

pueda ser considerada. 

Adviértase, que la conclusión precedente no quiere significar que la 

Colegiatura está haciendo tabula rasa de las normas que desde la justicia 

transicional han sido erigidas para formalizar la posesión, ya que es claro 

el artículo 72 de la Ley 1448 2011, al disponer que: "La restitución jurídica 

del inmueble despojadd6  se realizará con el restablecimiento de los 

derechos de propiedad o posesión, según el caso. El restablecimiento del 

derecho de propiedad exigirá el registro de la medida en el folio de 

matrícula inmobiliaria. En el caso del derecho de posesión, su 

restablecimiento podrá acompañarse con la declaración de pertenencia, en 

los términos señalados en la ley." (subrayas de la Sala) 

Más, son las singularidades que bordean éste asunto, las que impiden 

arribar a una determinación de tal linaje, porque como se aprecia, la 

posibilidad de declarar la pertenencia se encuentra aparejada al 

restablecimiento de derechos, que en ejercicio de la acción de restitución 

le pudieren corresponder a la víctima; de ahí que, solo cuando haya sido 

restablecido el derecho de posesión, del cual había sido despojado o 

perdido el control, factible se presenta la posibilidad de adquirir el bien por 

prescripción, tarea que se entiende de discrecional disposición, en tanto y 

cuanto se encuentren satisfechos los presupuestos que la ley establece. 

35  Folios 34 a 81, cuaderno del Tribunal. 
36  Expresión subrayada declarada EXEQUIBLE mediante Sentencia de la Corte Constitucional C-715 de 

2012. 
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En este orden de ideas y con pie en lo dicho hasta este lugar, la 

Colegiatura, se abstendrá de acceder a la protección del derecho de 

restitución instada, lo mismo que a la pretensión consecuencial 

encaminada, sin que ello signifique, el desconocimiento de las calidades 

que como víctima de desplazamiento forzado se predican de la actora. 

Valga decir, en lo tocante a éste último punto, que la negativa de acoger 

la demanda de restitución no implica per se el rechazo de los otros 

derechos que como víctima del conflicto armado le puedan asistir a la 

gestora, sin que sea válido desconocer desde esa perspectiva, los 

derechos de las personas vulnerables, para quienes dada su condición, en 

buena hora la Ley 1448 de 2011, introdujo herramientas de protección 

específicas. 

No obstante entiende la Corporación, que no pueden dictaminarse dentro 

del sub judice, órdenes que impliquen la entrega de ayudas relacionadas 

con dicha condición, habida cuenta que como la misma reclamante lo 

señala, ha sido acreedora de los beneficios que la normatividad de 

víctimas dispone. En lo que a ello atañe, expuso: "(...) estoy incluida en lo 

de víctimas por ser desplazada y he recibido la ayuda humanitaria que le 

dan a uno, pero hace más de un año que ya no estoy recibiendo, recibí un 

proyecto de vivienda en Pasto yo la tengo allá, porque en ese momento 

estaba viviendo allá. Yo la tengo anticresada (.4'37  . 

Con todo, podrá la demandante acudir ante las entidades que conforman 

el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 

coordinado por Unidad Administrativa Especial para la Atención y 

Reparación Integral a las Víctimas, para que, en caso de que fuere 

necesario, se activen las medidas de reparación a las que pueden acceder 

las víctimas del conflicto armado, en orden a recobrar los derechos que les 

37  Folio 21, cuaderno 2 pruebas. 

A.J.R.O. Exp. No. 52001-31-21-001-2013-00240-01 18 



República de Colombia 

Tribunal Superior de Distrito Judicial de Cali 
Sala Civil Especializada en Restitución y Formalización de Tierras 

fueran minimizados o soslayados por efecto del desplazamiento forzado, 

en especial, los relacionados con la insatisfacción de necesidades básicas. 

Se infiere de los anteriores razonamientos, que dada la indiscutible calidad 

de víctima, corresponde a la señora MARIA AMPARO ORDOÑEZ, acudir a 

las instancias previstas para procurar la salvaguarda de sus derechos, en 

este caso, a la -UNIDAD ADMINISTRATIVA PARA LA REPARACION 

INTEGRAL DE LAS VICTIMAS — UARIV; en consideración, a que su real 

ánimo jurídico solo debe estar encaminada a intentar la indemnización 

administrativa, no siendo ésta la senda indicada para obtenerla, pues para 

dicha finalidad el trámite se hubiere surtido sin necesidad de convocar al 

aparato judicial. 

Además, a fin de lograr esclarecer la verdad y garantizar la no repetición 

de los hechos victimizantes, deberá ser el Centro de Memoria Histórica 

quien se encargue de documentar el caso bajo estudio, dentro del marco 

de sus competencias. 

Claro lo anterior, no resta sino pronunciarse con respecto a las 

"afectaciones ambientales por ronda hídrica y por pendiente"encontradas 

en el predio "LA GUADUA" durante la visita que realizara la Corporación 

Autónoma Regional Nariño — CORPONARIÑO. Sobre el punto cumple 

decir, que en tanto no se accedió a la pretensión de restitución 

demandada, mal podría disponerse ahora, orden alguna encaminada a 

mitigar tales perturbaciones. Más será competencia de la entidad territorial 

donde se encuentra ubicado el bien, como del ente ambiental regional, 

poner en marcha las recomendaciones que sobre uso del suelo y 

asistencia técnica, se han puesto de presente en el concepto técnico 

adosado como prueba38. 

38  Folios 69 a 72, cuaderno 2 pruebas. 
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En cuanto a la oposición planteada, vale decir, que no se hace menester 

ocuparse de las alegaciones en que aquella se sustentó, por cuanto no 

existe mérito para hacerlo, toda vez que de lo previamente referido se 

desprende, que las pretensiones no estaban dadas a prosperar. 

DECISIÓN 

Con apoyo en lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali, 

en Sala Civil Especializada en Restitución y Formalización de Tierras, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, 

RESUELVE 

1.- DENEGAR LA RESTITUCION MATERIAL a la señora MARIA AMPARO 

ORDOÑEZ y a su núcleo familiar, del predio "LA GUADUA", ubicado en la 

Vereda La Victoria, Corregimiento La Cueva del Municipio de El Tablón de 

Gómez, jurisdicción del Departamento de Nariño, identificado 

catastralmente con el número 86885000200250022000 y registrado con 

folio de matrícula inmobiliaria número 440-64517 de la ORIP de La Cruz —

Nariño, de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de la 

decisión. 

2.- RECONOCERLE LA CALIDAD DE VICTIMA DEL CONFLICTO ARMADO a 

la señora MARIA AMPARO ORDOÑEZ y a su núcleo familiar, en los 

términos de la Ley 1448 de 2011, a quien en virtud de tal reconocimiento, 

y para efecto de efectivizar los principios de la verdad y garantías de no 

repetición, se oficiará al Centro de Memoria Histórica, para que dentro del 

marco de sus competencias, documente el caso de la actora. 

fo 
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3.- ORDENASE al SEÑOR REGISTRADOR DE INSTRUMENTOS PÚBLICOS 

DE LA CRUZ - NARIÑO, para que al recibo del respectivo oficio, proceda a 

cancelar la inscripción de la demanda de restitución de tierras del folio de 

matrícula inmobiliaria número 246-8951, y las demás medidas cautelares 

adoptadas en este juicio. 

4.- Sin lugar a condena en costas. 

AURA JULIA REAL E LIVA 

Magistrada po e e 

iáuLl 
NELSON RUIZ HE 	DEZ 

Magistrado 

GLORIA DEL SOCORRO 	RIA GIRALDO 

Magistrada 
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